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PRESENTACIÓN

			La presente obra responde a la conveniencia de ofrecer a los estudiantes unos materiales de estudio del Derecho a la información, Derecho de los medios audiovisuales y de las telecomunicaciones, adaptados a aquellas titulaciones de Grado en las que se imparte esta materia: Grados en Comunicación Audiovisual, Periodismo o Publicidad. Destinados a un perfil de alumnado cuya formación jurídica exige una sistemática y unos contenidos específicos dirigidos al correcto desenvolvimiento de la profesión de que se trate.

			Esta obra, dirigida por los profesores M. J. Rozados Oliva, J. M. Souvirón Morenilla y M. A. Torres López, pertenecientes a tres Universidades distintas —Cádiz, Málaga y Granada—, pretende, además, homogeneizar la enseñanza y el aprendizaje, en definitiva, la formación de los estudiantes de estas titulaciones, en estas Universidades y servir de ayuda para otras en las que se imparta esta materia.

			Se trata de un libro que sistematiza los conceptos básicos y fundamentales que todo estudiante debe conocer. Estos conceptos se ofrecen de una manera sencilla y se presentan de una forma lo más gráfica posible para facilitar su comprensión y aprendizaje. Se ofrece también un material didáctico que trata de facilitar el estudio y asimilación de cada una de las materias.

			Esta cuarta edición era necesaria ante los cambios normativos de calado que se proyectan sobre gran parte de las lecciones, con la publicación de la Ley 11/2022, de 28 de junio, General de Telecomunicaciones, y sobre todo con la reciente entrada en vigor de la Ley 13/2022, de 7 de julio, General de Comunicación Audiovisual, que viene a sustituir a la anterior de 2010, y que introduce importantes modificaciones en el marco regulador de la actividad audiovisual en nuestro ordenamiento jurídico. Estas novedades normativas, que inciden en aspectos esenciales de los contenidos de una gran parte de la obra, hacen necesaria una revisión completa de la misma, con el objeto de contar con un material docente actualizado, lo que se ha logrado merced al extraordinario esfuerzo de los que participan en la confección de las diferentes lecciones.

			Como directores de esta obra queremos por ello mostrar nuestro agradecimiento a todos los autores que colaboran y que con generosidad han renunciado a otras preferencias y criterios personales a favor de una mayor homogeneidad en la enseñanza de esta materia, con especial gratitud por su diligente disponibilidad en esta última revisión; y por supuesto, a la editorial Tecnos que, una vez más, ha confiado en la edición de un libro de estas características, permitiendo con ello facilitar el proceso de formación de los estudiantes en la Universidad española de la actualidad.

			M. ASUNCIÓN TORRES LÓPEZ

			MANUEL JESÚS ROZADOS OLIVA

			Granada (España)/Mánchester (Reino Unido), julio de 2022

		

	
		
			LECCIÓN 1

			
INTRODUCCIÓN AL DERECHO PÚBLICO Y DE LA ADMINISTRACIÓN

			LEONARDO J. SÁNCHEZ-MESA MARTÍNEZ

			Profesor titular de Derecho Administrativo
Universidad de Granada

			
INTRODUCCIÓN

			En el presente tema se trata de ofrecer una visión introductoria a la configuración del ordenamiento político y administrativo español, así como una aproximación al modelo de organización administrativa vigente en nuestro país, prestando especial atención al objetivo de ofrecer unas bases elementales en relación con el régimen regulador de la actuación de las Administraciones Públicas, los poderes asignados a ésta y los derechos que asisten a los ciudadanos en las relaciones jurídicas que entabla con la misma.

			En esta aspiración, un punto de partida inevitable por su carácter condicionante viene dado por la forma o modalidad de Estado adoptada en nuestro país, que no es otra que la contemplada en el artículo 1 CE: un Estado social y democrático de Derecho. Ello determina que todo poder ejercido en nuestro país por una autoridad pública queda sujeto al respeto de unas normas que, además, deberán ser aprobadas democráticamente. Por otro lado, el carácter social de nuestro Estado determinará una actitud necesariamente activa de los poderes públicos en orden a la consecución de los fines y objetivos sociales previstos en la Constitución.

			
I. PALABRAS CLAVE

			Ordenamiento jurídico; concepto de Estado; división de poderes; Administración Pública y Administraciones Públicas; organización administrativa; actividad de la Administración; acto administrativo; derechos de los ciudadanos ante la actuación administrativa; procedimiento administrativo; recursos administrativos.

			
II. OBJETIVOS

			1. Llevar a cabo una primera y básica aproximación al sentido y fin de la utilización del Derecho, en especial del Derecho Público y su evolución histórica.

			2. Conocer los diversos poderes públicos, sus rasgos y funciones constitucionales esenciales, así como las bases del sistema jurídico organizativo de los poderes públicos.

			3. Conocer las características básicas de la Administración Pública española, su organización territorial y las modalidades de su actividad.

			
III. CONTENIDO DOCENTE

			
1. ORDENAMIENTO JURÍDICO Y ORGANIZACIÓN DE LOS PODERES PÚBLICOS


			La vida en sociedad impone naturalmente una organización que permita garantizar la propia convivencia del grupo humano que constituye aquélla. A diferencia de otras especies, dada su condición de ser racional, el ser humano no se ve limitado, en la organización de su convivencia, al mero cumplimiento de los dictados de su naturaleza animal: basándose en su razón, convicciones y creencias puede generar formas de organización distintas de las que dictarían los simples instintos.

			Podemos llamar ordenamiento jurídico al conjunto de normas que determinan un sistema para regir y organizar la convivencia social de un colectivo de personas en un lugar y momento concretos. Dicho conjunto de normas determina quién ha de ejercer el poder y cómo ha de ejercerlo (lo que comprende definir cuáles son los límites del poder, cuáles los procedimientos para activarlo o los cauces para resolver los conflictos). En un ordenamiento jurídico democrático, la Constitución se erige como norma suprema y fundante del propio ordenamiento, y a ella se sumarán el resto de normas (leyes, reglamentos, tratados, costumbres, principios…), aprobadas conforme a lo dispuesto en aquélla. En su conjunto, todas estas normas disponen el sistema de fuentes a partir del cual se generará el Derecho aplicable en el marco de nuestro Estado.

			El propio término de fuente del Derecho resulta muy ilustrativo para obtener la propia definición del concepto: las fuentes, desde un punto de vista formal, constituyen las diversas vías a través de las cuales pueden crearse normas válidas. La CE, como decíamos, norma fundante del ordenamiento y fuente originaria del mismo, regula dichas fuentes y de su lectura conjunta con el artículo 1 del Código Civil (norma previa a la Constitución en el tiempo) puede determinarse el orden de prelación de las fuentes, puesto que las mismas presentan diversos rangos que determinan, a priori, su posición de preferencia en función de un criterio jerárquico (lo que determina el respeto de las inferiores hacia las superiores). Dicha prelación quedaría plasmada en el siguiente esquema simplificado:

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							CONSTITUCIÓN

							(+ PRINCIPIOS GENERALES DEL DERECHO DOTADOS DE RANGO CONSTITUCIONAL)

						
					

				
				
					
							
							Norma de cabecera del Ordenamiento aprobada directamente por el Pueblo mediante referéndum (sufragio directo).

							Todas las fuentes restantes deben respetar sus dictados (en caso contrario, la norma en cuestión quedaría fuera del sistema debiendo ser eliminada por su inconstitucionalidad).

						
					

					
							
							NORMAS CON RANGO DE LEY

						
					

					
							
							LEYES ESTATALES

						
							
							LEYES AUTONÓMICAS

						
							
							NORMAS CON RANGO DE LEY APROBADAS POR EL GOBIERNO

						
					

					
							
							Aprobadas por las Cortes Generales (Congreso y Senado) en sus diversas modalidades: Leyes Orgánicas y Ordinarias, Leyes-Marco, Leyes de Bases, etc.

						
							
							Aprobadas por los Parlamentos Autonómicos.

						
							
							Decretos-Ley

							(supuestos de urgencia y necesidad).

							Decretos Legislativos

							(por delegación previa de las Cortes).

						
					

					
							
							REGLAMENTOS

						
					

					
							
							REGLAMENTOS ESTATALES

						
							
							REGLAMENTOS AUTONÓMICOS

						
							
							REGLAMENTOS DE LAS ADMINISTRACIONES LOCALES

						
					

					
							
							Aprobados por el Gobierno estatal y los órganos de la Administración estatal (su rango jerárquico dependerá del órgano que lo dicte): Reales Decretos del Consejo de Ministros, Órdenes Ministeriales, etc.

						
							
							Aprobados por los Gobiernos Autonómicos y los órganos de sus Administraciones (su rango jerárquico dependerá del órgano que lo dicte): Decretos, Órdenes, etc.

						
							
							Dictados por los órganos que integran las diversas Administraciones Locales (Municipios, Diputaciones, Islas y otras). Su denominación y tipologías presentan una gran riqueza y varían en función de la Administración (Decretos, edictos, bandos, etc.).

						
					

					
							
							COSTUMBRE

						
					

					
							
							Fuente no escrita y de carácter supletorio basada en usos asentados en el tiempo y socialmente aceptados (se aplica tan sólo en ausencia de normas escritas y siempre que no contradiga a lo dispuesto en la CE o en las Leyes).

						
					

					
							
							PRINCIPIOS GENERALES DEL DERECHO

						
					

					
							
							Encarnan los grandes valores del ordenamiento (justicia, igualdad, equidad, etc.) y presentan (aquí) el carácter de fuente supletoria y de cierre del sistema: se aplican directamente en ausencia de normas escritas y de costumbre válida (conviene recordar, sin embargo, que cuando cuentan con reconocimiento constitucional, su posición en el sistema de fuentes corresponde al de la propia CE y constituyen un parámetro crucial para el control de la legalidad de normas y actos).

						
					

				
			

			En relación con el esquema ofrecido más arriba, debe tenerse en cuenta que su disposición debe matizarse desde la entrada de nuestro país en la Unión Europea, puesto que el ordenamiento europeo y sus fuentes se integran en el nacional, ocupando algunas de ellas un nivel incluso superior al de la propia CE.

			Todo ordenamiento jurídico, en cuanto «sistema normativo», está presidido por dos aspiraciones indispensables: la de la plenitud y la de la coherencia. En virtud de la primera, el ordenamiento, en cuanto sistema, debe ser capaz de dar una respuesta a todo caso concreto. No pueden existir «vacíos» o situaciones para las que el ordenamiento no pueda dar una solución conforme al Derecho (sin recurrir, por tanto, a otros sistemas no-jurídicos). La aspiración de coherencia impone que en el ordenamiento no puedan darse contradicciones (antinomias), de modo que nunca dos normas podrán arrojar soluciones opuestas para un mismo caso.

			En virtud de ello, los ordenamientos disponen instrumentos jurídicos que permiten «rellenar» los eventuales vacíos, o más bien, eliminarlos a priori), así como de otros que bloquean o impiden la producción de antinomias (principios que, ante un conflicto o contradicción entre dos normas, permiten determinar la aplicable y descartar la que no lo es).

			En línea con lo anterior resulta de gran importancia la labor de la jurisprudencia, que recoge el conjunto de las resoluciones de jueces y tribunales, en sus diversas modalidades (Sentencias, cuando deciden motivadamente un asunto; Autos, decisiones motivadas que resuelven incidentes procesales; y Providencias). Aunque en nuestro ordenamiento la jurisprudencia no reviste el carácter de fuente del Derecho (no crea nuevo Derecho), constituye un elemento crucial para esclarecer la interpretación que debe darse a aquellas normas que no quedan claras o suficientemente definidas en sus dictados y consecuencias (normas que, de una u otra forma, podrían admitir varias interpretaciones). Las aludidas resoluciones judiciales pueden normalmente ser revisadas por otros jueces y tribunales distintos a los que las dictaron mediante el sistema de recursos jurisdiccionales previsto en las leyes procesales.

			En la sistematización del ordenamiento jurídico, dada la variedad de ámbitos que abordan sus normas, se identifican tradicionalmente varios sectores o «ramas» del mismo, clasificadas en dos grandes bloques: el Derecho Público y el Derecho Privado.

			a) El Derecho Público regula el funcionamiento de las instituciones públicas y el ejercicio de las potestades propias de éstas, así como las relaciones que entablan las mismas con las personas y entidades privadas (en este sector, hallamos ramas claramente identificables como el Derecho Constitucional, el Derecho Administrativo, el Derecho Tributario o el Derecho Penal). El mismo se compone esencialmente de normas imperativas que están presididas por la persecución de intereses públicos. No debe olvidarse, por tanto, que los poderes públicos y los ciudadanos no se hallan en un plano de igualdad (los primeros gozan de unos poderes con los que no cuentan los segundos).

			b) El Derecho Privado, sin embargo, regula las relaciones que entablan voluntariamente (en busca de su propio interés o beneficio) las personas o entidades privadas entre sí (ejemplos de las ramas privadas del derecho son el Derecho Civil y el Derecho Mercantil). Sus normas son esencialmente dispositivas (entran en juego cuando los particulares no han especificado previamente su relación mediante un contrato o acuerdo concreto) y se hallan presididas por el objetivo de garantizar el satisfactorio cumplimento de intereses privados. A diferencia de cuanto ocurría en el ámbito del Derecho Público, aquí los sujetos se hallan, en principio, en una posición de igualdad.

			Sin embargo, estas diferenciaciones entre Derecho Público y Privado se han atenuado mucho en los últimos tiempos, dado que han ido incrementando en número los «puntos de fricción» entre uno y otro. De una parte, asistimos a una tendencia generalizada de los poderes públicos a «externalizar» muchas de sus funciones clásicas en entidades de personalidad jurídica distinta a la de la Administración o directamente hacia el mundo privado (prácticas con frecuencia ligadas a la intención de huir de las rigideces del Derecho Administrativo hacia la mayor flexibilidad del Derecho Privado). De otra, es cada vez más frecuente la injerencia del Derecho Público en ámbitos antaño privados (el ejemplo paradigmático viene dado por la propia rama del Derecho Laboral, donde, no dejando de hallarnos ante un contrato entre privados, la necesidad de proteger la posición más débil —la del trabajador—, ha llevado a que muchos de los aspectos de un contrato de trabajo sean indisponibles para las partes, resultando de obligado cumplimiento determinadas normas públicas).

			En el presente curso, se concentrará la atención en el sector del Derecho Público, especialmente en la rama del Derecho Administrativo, en cuyo marco se desarrollan y aplican la mayor parte de las normas que inciden sobre las materias propias del sector de las comunicaciones.

			La complejidad del ordenamiento jurídico dependerá en buena medida de la organización política con la que se dota cada Estado. El nuestro, por ejemplo, constituye un ordenamiento complejo, en la medida en que nuestra organización política, el «Estado de las Autonomías», representa un modelo cuasifederal donde el poder queda dividido no sólo en función de su naturaleza (legislativo, ejecutivo y judicial), sino que también se reparte entre varios niveles territoriales de gobierno (otros Estados, menos descentralizados, articulan ordenamientos jurídicos más sencillos).

			La organización de los poderes públicos en nuestro país, como la del resto de ordenamientos democráticos, es heredera de los planteamientos político-jurídicos derivados de la Teoría de la separación de poderes (LOCKE, MONTESQUIEU), base de las Revoluciones liberales del siglo XVIII que, en alternativa a la tradicional concentración de poderes en el monarca propugnada por el Absolutismo, propone la separación de los mismos y la dotación de instrumentos de control para cada uno de ellos sobre los demás. De este modo, en su concepción más clásica, la Teoría propone una separación de los tres poderes primordiales del Estado (separación horizontal de los poderes), de conformidad con el siguiente esquema:

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							PODER LEGISLATIVO

						
							
							PODER EJECUTIVO

						
							
							PODER JUDICIAL

						
					

					
							
							El poder de dictar normas.

						
							
							El poder para hacer cumplir las normas.

						
							
							El poder para controlar el efectivo cumplimiento de las normas y resolver los conflictos planteados bajo las mismas.

						
					

					
							
							Es ejercido por el Parlamento.

						
							
							Es ejercido por el Monarca/Gobierno.

						
							
							Es ejercido por los Jueces y Tribunales.

						
					

				
			

			Cada una de las instituciones que ejercen dichos poderes contarían con instrumentos y medidas que garanticen que las otras instituciones (responsables del resto de poderes) no interfieran en su esfera de competencia, disponiéndose así un sistema de «pesos y contrapesos» (checks & balances) que permite a los poderes controlarse entre sí. Con esta forma de organización se garantiza una reducción del riesgo de que se abuse del poder (cosa más probable cuando el mismo se halla concentrado en una única institución), lo que redunda en beneficio del ciudadano.

			Esta división de poderes se plasma en el propio texto constitucional español, que regula por separado al Poder Legislativo, encarnado en un sistema bicameral que integran el Congreso de los Diputados y el Senado (Título III, de las Cortes Generales); el Poder Ejecutivo, ejercido por el Gobierno y la Administración (Título IV CE); y el Poder Judicial (Título VI), por los jueces y tribunales.

			Por otra parte, la Constitución también regula la relación entre dichos poderes y los instrumentos de control y defensa con que podrán contar cada uno de ellos frente a las injerencias de los restantes en sus respectivas esferas de atribuciones. Por ejemplo, cuanto se dispone en el Título V de la CE (De las relaciones entre el Gobierno y las Cortes Generales) es muy ilustrativo de las medidas de control entre poderes: allí se regulan los instrumentos con que cuentan las Cortes para controlar la actividad del Gobierno en su función de ejecutar las normas que aquéllas aprueban (sesiones de control y preguntas al Gobierno, la moción de censura, etc.). También, en el artículo 106.1 CE se contempla el poder de jueces y tribunales para controlar la legalidad de la producción normativa del Gobierno (reglamentos) y la legalidad y adecuación a los fines públicos de la actividad desarrollada por aquélla.

			Sin embargo, no es correcto afirmar que la división de poderes se manifieste en nuestro país en su concepción clásica o pura (Parlamento-Poder Legislativo / Gobierno-Poder Ejecutivo / jueces y tribunales-Poder Judicial): por una parte, nuestro sistema de organización incorpora otras instituciones a las que asigna poderes específicos (como el Tribunal Constitucional o el Defensor del Pueblo); por otra, el reparto del ejercicio de los poderes no es rígido dado que el Gobierno también ejerce Poder Legislativo, no sólo para ejecutar Leyes mediante sus reglamentos, sino también por delegación del Parlamento aprobando normas con rango de Ley (a través de Decretos Legislativos) o haciendo uso de los Decretos-Ley para casos de urgencia y necesidad (ejemplo reciente fue el Real Decreto-ley 4/2018, de 22 de junio, por el que se concreta, con carácter urgente, el régimen jurídico aplicable a la designación del Consejo de Administración de la Corporación RTVE y de su Presidente).

			Por último, recuperando la referencia a la naturaleza compleja de nuestro ordenamiento, debe resaltarse que la organización del poder no sólo se produce en un sentido horizontal (el descrito hasta ahora), sino también vertical (separación territorial o vertical de los poderes), dada la presencia de varios niveles en nuestra organización territorial. De este modo, el Poder Legislativo no se asigna exclusivamente a las Cortes Generales (y al Gobierno estatal, en la medida en que citábamos antes), sino que el mismo se reparte también con los Parlamentos autonómicos, que aprobarán normas con rango de Ley para sus territorios. Así, en función de las competencias que la CE asigna a cada legislador en el sector que nos ocupa, encontramos una Ley General de Comunicación Audiovisual aprobada por las Cortes Generales (Ley 13/2022, de 7 de julio), pero también Leyes aprobadas por los Parlamentos autonómicos, que desarrollan la materia en cada CA (tal es el caso de la Ley 10/2018 de 9 de octubre, audiovisual de Andalucía). Junto a ello, al igual que los Parlamentos con el Legislativo, también contarán con su cuota de Poder Ejecutivo los Gobiernos Autonómicos y las diversas entidades locales (Municipios, Provincias, Islas, etc.) en el marco de sus competencias y territorios. En este sentido, tan sólo el Poder Judicial se configura como un poder único a escala estatal. Se ofrece, a continuación, un esquema simplificado (recordemos que no se puede hablar de una división pura o rígida de los poderes/funciones):

			
				
					
					
					
				
				
					
							
							PODER

						
							
							NIVEL TERRITORIAL

						
							
							INSTITUCIONES DE REFERENCIA

						
					

					
							
							LEGISLATIVO

						
							
							Estado.

						
							
							Cortes Generales (Congreso y Senado).

						
					

					
							
							Comunidades Autónomas.

						
							
							Parlamentos regionales.

						
					

					
							
							EJECUTIVO

						
							
							Estado.

						
							
							Gobierno de la Nación + Administración del Estado.

						
					

					
							
							Comunidades Autónomas.

						
							
							Gobiernos y Administraciones autonómicos.

						
					

					
							
							Ámbitos Locales

							(Municipios, Provincias,

							Islas y otros).

						
							
							En función del nivel territorial: Ayuntamientos, Diputaciones, Cabildos o Consejos Insulares y otros.

						
					

					
							
							JUDICIAL

						
							
							Estado.

						
							
							Tribunal Supremo, Audiencia Nacional, Tribunales Superiores de Justicia, Audiencias y Juzgados.

						
					

				
			

			Esta distribución del poder (legislativo y ejecutivo) parte también del propio texto constitucional. Allí se consagra, por ejemplo, el reparto de las competencias entre el Estado y las Comunidades Autónomas (arts. 148 y 149 CE) o la proclamación de la autonomía institucional de las Entidades Locales (art. 137 CE). Sin embargo, una visión completa del marco normativo que determina el reparto de poderes entre los diversos niveles territoriales requerirá prestar atención también a normas básicas como los propios Estatutos de Autonomía de las diferentes Comunidades Autónomas, la Ley reguladora de las Bases del Régimen Local (Ley 7/1985, de 2 de abril) y la legislación autonómica sobre autonomía local (como es el caso de la Ley 5/2010, de 11 de junio, de Autonomía Local de Andalucía).

			En relación con la estructura del Poder Judicial que, por el contrario, será único para todo el Estado, interesa destacar, aparte de su organización territorial (que obedecerá a la acotación territorial de la competencia de los diversos órganos que lo componen), aquella derivada de la especialización por jurisdicciones (en función de las materias, que coinciden con las principales ramas del Derecho que se citaban con anterioridad). Estas últimas se esquematizan en el siguiente cuadro.

			
				
					
					
				
				
					
							
							JURISDICCIÓN

						
							
							ÁMBITO DE COMPETENCIA MATERIAL

						
					

					
							
							DE LO CIVIL

						
							
							Conocen de conflictos entre particulares.

						
					

					
							
							DE LO PENAL

						
							
							Conocen de las conductas delictivas tipificadas en el Código Penal y, en virtud de las pruebas existentes en la instrucción y tras el juicio oral, absuelven o condenan a una pena pecuniaria o de prisión.

						
					

					
							
							DE LO CONTENCIOSO-

							ADMINISTRATIVO

						
							
							Conocen de los conflictos que surgen entre particulares y las Administraciones Públicas.

						
					

					
							
							DE LO SOCIAL

						
							
							Conocen de los conflictos sobre temas laborales y de Seguridad Social: despidos, pensiones, incapacidades.

						
					

					
							
							DE LO MILITAR

						
							
							Competente en asuntos penales militares.

						
					

				
			

			Conviene advertir que el Tribunal Constitucional no se considera parte integrante del Poder Judicial. Éste constituye un órgano previsto directamente en la CE, de la que será su máximo intérprete, quedando integrado por 12 magistrados designados entre juristas de reconocido prestigio (jueces, profesores universitarios, abogados, etc.) por el Congreso (4), el Senado (4), el Gobierno (2) y el Consejo del Poder Judicial (2). Sus funciones consisten básicamente en: a) verificar la constitucionalidad de las Leyes (recurso de inconstitucionalidad, cuestión de inconstitucionalidad); b) resolver conflictos de competencia entre el Estado y las Comunidades Autónomas; y c) amparar en última instancia el ejercicio de ciertos derechos y libertades (los más relevantes de los previstos en la propia CE, a través del recurso de amparo).

			Con respecto a la relación entre los diversos poderes territoriales en el ejercicio de las funciones atribuidas, la Constitución también contempla mecanismos de control específicos para garantizar el respeto y buen funcionamiento de este sistema de división vertical o territorial del poder (refiriéndonos aquí exclusivamente a los poderes legislativo y ejecutivo). Tal es el caso de la posibilidad de plantear conflictos de competencia entre el Estado y las Comunidades Autónomas o de los de éstas entre sí cuando se estime que se han invadido las esferas de poder propias (conflicto que resolverá el Tribunal Constitucional: art. 161.1 CE), o la posibilidad reconocida al Gobierno estatal de impugnar, también ante el Tribunal Constitucional, las disposiciones y resoluciones adoptadas por los órganos de las Comunidades Autónomas (art. 161.2 CE).

			Del mismo modo, la Constitución consagra principios que deberán influir necesariamente en las relaciones que mantendrán las instituciones territoriales depositarias de los poderes públicos, comenzando por el propio principio de legalidad, de jerarquía normativa y de responsabilidad (todos los poderes públicos han de respetarlo según lo dispuesto en el art. 9), al que seguirán otros como el de competencia (concretado materialmente en los dictados de los arts. 148 y 149 CE para el ejercicio de competencias autonómicas y estatales), subsidiariedad (art. 149.3 CE: el Estado es competente en el ejercicio de aquellos poderes que, pudiendo ser asumidos por las Comunidades Autónomas, no lo han sido de forma efectiva), coordinación, colaboración y cooperación (con ejemplos puntuales como los recogidos en el art. 154 CE: coordinación de la Administración estatal con la autonómica a través de los Delegados de Gobierno; en el art. 156: coordinación de las Comunidades Autónomas en el ejercicio de su autonomía financiera con la Hacienda Estatal; o en el art. 155 CE: colaboración de las Comunidades Autónomas con el Estado en la recaudación, la gestión y la liquidación de los recursos tributarios), entre los más destacados.

			Por último, al igual que hicimos en relación con el sistema de fuentes, conviene recordar que la entrada de España en la UE determina también una mayor complejidad en el esquema de la distribución de poderes, dado que, sobre todo en cuanto afecta al legislativo, se han cedido importantes cuotas de poder a favor de las Instituciones europeas.

			
2. EL PODER EJECUTIVO, LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA Y SU ACTIVIDAD


			2.1. El Gobierno estatal


			El Poder Ejecutivo queda encarnado, a escala estatal, por el Gobierno y la Administración pública estatal, aparato instrumental en el que se apoya aquél.

			En función de lo dispuesto por el artículo 97 CE, el Gobierno dirige la política interior y exterior, la Administración civil y militar y la defensa del Estado, al tiempo que será el responsable de ejercer la función ejecutiva y la potestad reglamentaria de acuerdo con la Constitución y las Leyes. Su composición, de conformidad con lo dispuesto por el Título IV de la CE y por la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno (en adelante, LG) reúne tanto órganos individuales como colectivos o colegiados.

			El Presidente del Gobierno, según el artículo 1 LG, dirige la acción del Gobierno y coordina la actuación de sus miembros ostentando la representación del mismo. El nombramiento del mismo se efectúa a través del cauce previsto en el artículo 99 CE y al mismo se le asigna una posición relevante, tanto en el cuadro de las instituciones del Estado como dentro del Gobierno, puesto que no sólo es el que cesa y nombra al resto de sus miembros, sino también quien fija su programa político (entre otras funciones, el art. 98.2 CE le asigna las de representar al Gobierno ante el Rey, Cortes Generales y Pueblo, dirigir las tareas de Gobierno y convocar, presidir, levantar y suspender las sesiones del Consejo de Ministros y de otros órganos y coordinar los diferentes Ministerios).

			Junto al Presidente se halla el segundo órgano unipersonal del Gobierno: el Vicepresidente. Al mismo le corresponde el ejercicio de las funciones que le encomiende el Presidente (art. 3 LG) y asume las funciones del mismo por causa de fallecimiento, ausencia, o enfermedad, sin perjuicio de lo dispuesto en la CE. Pueden ser varios los Vicepresidentes, en cuyo caso, las funciones antes referidas serán asumidas por el Vicepresidente Primero.

			El Consejo de Ministros, constituye el órgano colectivo más importante de la Administración del Estado. Es un órgano que tiene funciones deliberantes y resolutorias y que se distingue por ejercer funciones tanto políticas como administrativas. Es por ello también su doble apelativo como Gobierno o Consejo de Ministros. El artículo 98 CE señala que el Gobierno se compone del Presidente, Vicepresidente/s, Ministros y de los demás que se establezcan. De entre sus competencias podemos destacar: a) normativas: acordar la redacción definitiva de los Proyectos de ley y proponer al Jefe del Estado la sanción de los Decretos Leyes, y, en su caso, de los Decretos Legislativos, e igualmente la aprobación de los Reglamentos ejecutivos; b) resolutorias: resolver los recursos administrativos de su competencia; c) ejecutivas: deliberar y aprobar, antes de someterlo al Jefe del Estado, los nombramientos y separaciones de los altos cargos de la Administración, acordar gastos de importancia, etc.; d) incluso, dado el carácter marcadamente presidencialista de este órgano en España, podríamos decir que realiza una actividad asesora del Presidente del Gobierno.

			Cada Ministro, aparte de ser uno de los miembros del Consejo y desempeñar funciones dentro del mismo, es al mismo tiempo el responsable máximo dentro de la estructura de su Ministerio. Definir el número de Ministerios y su estructura es una competencia que espera al Presidente del Gobierno una vez elegido, por lo que dicha estructura puede variar, normalmente tras las elecciones. Los Ministerios que tradicionalmente han tenido mayor peso en el ámbito que afecta a la Comunicación han sido el de Industria, competente en materia de telecomunicaciones y medios de comunicación (exceptuando en los últimos tiempos una materia importante como es la programación, que queda en manos de autoridades audiovisuales independientes) y el de Cultura, donde ha residido tradicionalmente la responsabilidad en el diseño y ejecución de las políticas relativas al cine.

			La estructura del Gobierno se completa con las Comisiones Delegadas del Gobierno (órganos colectivos, centrales, superiores y con competencia especial) y los órganos de colaboración y apoyo, regulados en el artículo 7 LG (los Secretarios de Estado, la Comisión General de Secretarios de Estado y Subsecretarios, el Secretariado del Gobierno y los Gabinetes).

			Recordemos que, dada la organización territorial de los poderes que presenta nuestro ordenamiento, las Comunidades Autónomas también contarán con sus propios gobiernos (que reproducen con notables similitudes la estructura orgánica del Gobierno estatal).

			2.2. Administración Pública yAdministraciones Públicas


			Hemos de tener presente que el punto de partida viene dado por el hecho de que la Administración Pública es una persona jurídica (pública), un dato que, desde la perspectiva jurídica, presenta una notable importancia, ya que constituye un requisito indispensable para que cualquier ente pueda ser considerado un sujeto de Derecho. Esta condición permitirá, en el caso de la Administración Pública:

			1) que puedan entablarse relaciones jurídicas con la misma (ya sea por parte de los ciudadanos —personas físicas— o por parte de otras personas jurídicas privadas —sociedades, empresas, ONG, etc.— o públicas —otras administraciones—);

			2) que dicho Ente (la Administración en cuestión) pueda configurarse como un sujeto más al que le asisten tanto derechos/potestades como deberes y obligaciones;

			3) que el mismo resulte identificable a efectos de su responsabilidad en relación con los deberes que ha de cumplir y con el correcto ejercicio de los poderes que la Constitución y las Leyes le reconocen. Esto se traduce inevitablemente en la posibilidad de reclamar su responsabilidad ante los jueces y tribunales en los casos en los que no actúe conforme a Derecho.

			Recordando los dictados del artículo 97 CE, al Gobierno (con el Presidente al frente) corresponde la capacidad de liderazgo político de la acción pública y la Administración Pública, aparato organizativo sustancial del Estado, queda bajo su dirección.

			La Administración, desde el punto de vista orgánico, constituye: a) un aparato organizativo dispuesto para la satisfacción de los intereses públicos, definidos en las normas jurídicas (empezando por la CE) y a los que debe servir cumpliendo con una serie de criterios que le vienen exigidos en el artículo 103 CE: absoluta neutralidad u objetividad, eficacia y sumisión al Derecho; b) también constituye un instrumento del Gobierno para la satisfacción de dichos intereses, siendo éste quien dirige, quien elige cómo actuar y satisfacer dichos intereses públicos que él mismo selecciona y los prioriza dentro de los márgenes de actuación que le marca la Ley; c) consecuencia de lo anterior es que la misma se halle subordinada políticamente al titular del Poder Ejecutivo (como aparato organizativo encuadrado en el mismo no presenta relieve político): no tiene ideología, es neutral, sirve las líneas políticas que le marca el Gobierno de turno; d) su composición resulta preferentemente burocrática, funcionarial; e) presenta vocación de continuidad y permanencia (en cuanto aparato organizativo burocrático encaminado a unos fines, la consecución de los mismos exige una actividad continuada, con independencia de las crisis políticas).

			Desde el punto de vista material, termina por hacer evidente que la identificación de una función o actividad materialmente administrativa como criterio definidor de la Administración no resulta válida: no sirve desde el momento en que la división de poderes no puede entenderse hoy en día en una versión pura (se producen «invasiones» entre unos poderes y otros en relación con las funciones clásicas de cada uno de ellos: no sólo el Parlamento aprueba normas escritas, no sólo la Administración desempeña tareas ejecutivas-administrativas y no sólo el Poder Judicial enjuicia controversias jurídicas…).

			Tal y como reza el presente subepígrafe, en España no puede hablarse de una única Administración sino de varias (de hecho, se trata de miles), cada una de ellas constitutiva de una persona jurídica pública diferenciada del resto: la Administración General del Estado, las distintas Administraciones autonómicas (17) y el conjunto de las Administraciones Locales (Municipios, Provincias, Islas, comarcas, áreas metropolitanas, mancomunidades de municipios y el variado plantel de Entidades locales menores), a las que se añaden el variadísimo plantel de Administraciones instrumentales o institucionales (creadas por las anteriormente citadas) y las Corporaciones de Derecho Público. La personalidad de las mismas viene reconocida en el artículo 3.4 de la Ley 40/2015 (en algunos casos, ese reconocimiento se llevaba a cabo de forma expresa en la CE, como en el referido a las Comunidades Autónomas en el 153 CE, a los Municipios en el 140, o a las Provincias en el 141).

			En definitiva, la Administración Pública viene dada por una pluralidad de personas jurídicas que son independientes y, dada su abundancia, se han operado algunas clasificaciones que permiten apreciar la diversidad y entender la complejidad que reviste el esquema administrativo en nuestro país. La principal clasificación es la que distingue a las Administraciones territoriales de las no territoriales.

			Las Administraciones territoriales comprenden a las así reconocidas en la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local (Ley 7/1985, en adelante LRBRL), donde destacan como sujetos principales la Administración General del Estado (AGE), las Administraciones Autonómicas, los Municipios, las Provincias y las Islas. Todas ellas se caracterizan por tener capacidad para autodefinir los intereses públicos a los que deben servir, por tener atribuida la generalidad de las potestades públicas propias de las Administraciones Públicas (entre ellas, la expropiatoria) y por extender sus competencias sobre todos los sujetos que se encuentran en su territorio. En función de las competencias que a cada una le reconocen la CE y la LRBRL, sus poderes pueden tener mayor o menor relevancia en el ámbito de la comunicación (más arriba identificábamos a los Ministerios y sus áreas de competencia en el ámbito estatal e, igualmente, podremos identificar, dentro de la estructura administrativa autonómica, a determinadas Consejerías como los órganos competentes en materias ligadas al ámbito de la comunicación que el ordenamiento reconoce a las Comunidades Autónomas).

			Las Administraciones no territoriales, por el contrario, son aquellas creadas por las Administraciones territoriales y limitadas en sus funciones y poderes a fines públicos más específicos (los que les son asignados en el momento de su creación), por lo que su competencia se limita a ciertos entes o sujetos (y no se extiende a la totalidad de los ciudadanos). Dentro de la misma se agrupan muchas tipologías diferentes (corporaciones e instituciones, incluyendo estas últimas Organismos Autónomos, Entidades Públicas Empresariales, Sociedades Mercantiles participadas, Agencias, etc.). Ciñéndonos a algunos ejemplos propios del sector de la comunicación, podemos referir, en el plano estatal, la Corporación Radiotelevisión Española (RTVE), que es una sociedad mercantil estatal con especial autonomía a la que se encomienda ofrecer y garantizar el servicio público de radio y televisión de titularidad del Estado, o el Instituto de la Cinematografía y de las Artes Audiovisuales (ICAA), que es un organismo autónomo adscrito a la Secretaría de Estado de Cultura, encargado de planificar las políticas de apoyo al sector cinematográfico y a la producción audiovisual. En el plano autonómico constituyen ejemplos la Agencia Pública Empresarial de la Radio y Televisión de Andalucía (RTVA), que regula la gestión directa para la prestación del servicio público de radio y televisión perteneciente a la Comunidad Autónoma de Andalucía, o el Consejo Audiovisual de Andalucía, autoridad audiovisual independiente encargada de velar por el respeto de los derechos, libertades y valores constitucionales y estatutarios en el ámbito de los medios audiovisuales en Andalucía y por el cumplimiento de la normativa vigente en materia audiovisual y de publicidad. En esta modalidad de Administraciones se engloban también otros organismos que operan de forma importante en el sector de la comunicación, aunque su competencia no está limitada exclusivamente a dicho ámbito. Tal es el caso de la Comisión Nacional de los Mercados y de la Competencia (CNMC), o de la Agencia Española de Protección de Datos (AEPD).

			2.3. La actividad de la Administración


			Para comenzar, conviene recordar que el Derecho Administrativo es la rama del ordenamiento jurídico que regula con carácter general a la Administración Pública y su actividad: se trata del derecho común y general de las Administraciones Públicas (GARCÍA DE ENTERRÍA). El Derecho Administrativo, como rama del Derecho Público, presenta las siguientes características básicas: 1) se trata de un Derecho de prerrogativas y privilegios de la Administración Pública: reconoce a la Administración poderes de muy variada naturaleza (que implican las potestades de controlar, autorizar, inspeccionar, etc.) que resultan muchas veces inconcebibles en las personas privadas; 2) es un Derecho tutor de los intereses públicos: factor que fundamenta el reconocimiento de poderes y privilegios, dado que la Administración los utiliza para perseguir intereses públicos, para servir al interés general por encima de los intereses individuales; 3) es un Derecho garantizador: dispone, paralelamente a los privilegios, controles y límites para la propia Administración con el fin de garantizar que no se abuse del poder (derechos de los ciudadanos en los procedimientos administrativos, recursos, control jurisdiccional de la legalidad de la actuación administrativa); 4) se trata de un Derecho en permanente adaptación a la realidad que ordena, como corresponde a la naturaleza mutable del siempre cambiante y creciente interés público.

			La actividad de la Administración puede clasificarse conforme a varios criterios. En los esquemas que siguen se contemplan dos de las principales, referidas al objetivo material o finalidad de la actuación administrativa y al carácter jurídico-formal que reviste la misma:

			
				
					
					
				
				
					
							
							CLASES DE ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA

							CONFORME A SU OBJETIVO MATERIAL O FINALIDAD

						
					

					
							
							MODALIDAD

							DE ACTUACIÓN

						
							
							DESCRIPCIÓN Y EJEMPLOS

						
					

					
							
							ACTIVIDAD

							DE CONTROL

							O POLICÍA

						
							
							A través de la misma, las Administraciones intervienen y fiscalizan, por razones de interés general, la actividad de los ciudadanos condicionando o limitando el ejercicio de sus derechos o intereses legítimos. Así ocurre en el caso de actividades sometidas a licencia o autorización, actuaciones de inspección o registro, procedimientos de acreditación, etc. (ejemplo: la Dirección General de Comunicación Social, órgano de la Consejería de Presidencia, Administración Pública e Interior de la Junta de Andalucía, mediante acta de inspección, constata la emisión de señales de radiodifusión sin disponer de título administrativo habilitante para la ocupación del espectro radioeléctrico).

						
					

					
							
							ACTIVIDAD

							DE SERVICIO PÚBLICO

						
							
							Actividad prestacional que busca satisfacer necesidades públicas preferentes, ya sea a través de una intervención directa de la Administración o controlando y regulando el desempeño de una actividad por parte de sujetos privados (ya mencionábamos más arriba los casos de RTVE y RTVA, como entidades responsables de la prestación del servicio público de radio y televisión).

						
					

					
							
							ACTIVIDAD

							DE FOMENTO

						
							
							Actuación dirigida a estimular la realización de actividades o conductas que se consideran positivas o conformes con los intereses públicos que persigue el ordenamiento jurídico, recurriendo a instrumentos tales como subvenciones, becas, premios, etc. (ejemplo: subvenciones a una obra audiovisual europea por su valor cultural otorgada por el ICAAV o por la AAIICC).

						
					

					
							
							ACTIVIDAD SANCIONADORA

						
							
							Potestad esencialmente represiva que puede activarse a resultas de la vulneración de las normas y que tiene por fin último reforzar el cumplimiento efectivo de los fines previstos por el ordenamiento jurídico, como la imposición de multas, sanciones coercitivas, etc. (ejemplo: las sanciones que puede imponer la CNMC o el CAA ante incumplimientos de los operadores de televisión en relación con el horario protegido del menor en aplicación LGCA).

						
					

					
							
							ACTIVIDAD ARBITRAL

						
							
							Donde determinados órganos administrativos se ofrecen como alternativa a los jueces y tribunales para resolver conflictos jurídicos entre particulares.

						
					

				
			

			
				
					
					
				
				
					
							
							CLASES DE ACTIVIDAD ADMINISTRATIVA

							CONFORME A SU CARÁCTER JURÍDICO-FORMAL

						
					

					
							
							MODALIDAD

							DE ACTUACIÓN

						
							
							DESCRIPCIÓN

						
					

					
							
							ACTOS

							ADMINISTRATIVOS

						
							
							Constituyen el instrumento a través del cual la Administración exterioriza una decisión unilateral jurídicamente formalizada (se trata de la vía de actuación más comúnmente empleada por la Administración).

							El acto administrativo es, pues, una declaración de voluntad, de juicio, de conocimiento o de deseo realizada por la Administración en ejercicio de una potestad administrativa distinta de la potestad reglamentaria (pues el resultado de esta última sería una norma, un reglamento y no un acto, que no es norma sino una aplicación puntual de una norma, para un caso concreto).

							Un ejemplo podrían ser las resoluciones de las autoridades audiovisuales independientes (p. ej., las que se ocupan de los incumplimientos del horario protegido del menor).

						
					

					
							
							CONVENIOS

						
							
							Constituyen un acuerdo de voluntades para la satisfacción de un interés público. Pueden suscribirse entre las Administraciones públicas y privadas o entre las mismas y otros sujetos públicos y se basan en la adopción de soluciones convencionales, pactadas y no impuestas unilateralmente (por ejemplo, el Convenio suscrito entre RTVE y el Ministerio de Sanidad para fomentar el uso saludable de la televisión como servicio público).

						
					

					
							
							CONTRATOS

							ADMINISTRATIVOS

						
							
							Constituyen un pacto del que se derivan derechos y obligaciones para ambas partes, tendentes en su finalidad última a la satisfacción de un interés general. Las Administraciones y otros sujetos públicos pueden contratar los servicios de empresas u otros sujetos siguiendo los criterios y procedimientos previstos por la Ley de Contratos del Sector Público (LCSP) (RTVE cuenta, a tales efectos, con un portal específico en el que se da noticia de sus ofertas de contratos y se publican los resultados de dichos expedientes de contratación: http://www.rtve.es/perfil-contratante/).

						
					

					
							
							COACCIÓN

							ADMINISTRATIVA

						
							
							Implica una intervención directa que, dadas circunstancias excepcionales de urgencia o necesidad, se lleva a cabo sin previo procedimiento administrativo (p. ej., cuando un policía impide el tránsito por una calle donde se ha producido un accidente).

						
					

					
							
							SILENCIO

							ADMINISTRATIVO

						
							
							Debe ser recordado, por último, que incluso la ausencia de respuesta de la Administración tiene repercusiones jurídicas, tanto dentro de un procedimiento administrativo como fuera del mismo: por regla general, según lo dispuesto en la Ley 39/2015, el silencio de la Administración (transcurrido el plazo que la misma tiene para resolver una petición) equivale a una afirmación (silencio positivo), salvo en casos excepcionales en los que se prevea lo contrario por una Ley, casos en los que el silencio equivaldrá a una respuesta negativa (silencio negativo). Es lógico que estos casos se den en algunas ocasiones por propios motivos de interés público y seguridad (no es posible, p. ej., obtener un permiso de porte de armas de fuego por silencio negativo).

							No deben confundirse los supuestos de silencio administrativo (incumplimiento del deber de resolver de la Administración para la finalización de procedimientos administrativos) con los de inactividad de la Administración, los cuales se producen al margen de cualquier procedimiento administrativo, cuando la Administración no materializa alguna de las prestaciones materiales que tiene asignadas obligatoriamente por Ley (y que constituyen, por tanto, una violación de ésta).

						
					

				
			

			La actuación de la Administración está revestida de notables privilegios dado que la misma se presupone orientada a la satisfacción de intereses públicos que no deben ceder ante intereses particulares. Precisamente para poder imponerse ante la interferencia de estos últimos, los actos administrativos gozan de dos privilegios cruciales (impensables en los actos de los particulares): 1) la ejecutividad de los actos administrativos: la Administración puede imponer directamente a los particulares el cumplimiento del contenido de sus actos administrativos sin necesidad de la intermediación de un juez o tribunal (para ello cuenta con instrumentos muy potentes como el apremio sobre el patrimonio —cuando se trata de hacer cumplir una obligación de pago, puede proceder a realizar embargos—, la ejecución subsidiaria —cuando un particular no lleva a cabo un deber consistente en una actividad, la Administración puede hacerla por él y repercutirle después sus costes— o el uso de la compulsión sobre las personas —donde puede llegar a emplearse la fuerza para obligar al ciudadano a cumplir un mandato, como el de desalojar su domicilio o una zona pública ante la presencia de un peligro—); 2) la presunción de validez de los actos administrativos: los actos de la Administración se presumen válidos (conformes a la legalidad) mientras no se demuestre lo contrario, lo que implica que el ciudadano que los considere ilegales debe probarlo efectivamente si desea que dejen de producir efectos.

			Pero, como decíamos más arriba, el Derecho Administrativo también es un derecho garantizador, que busca proteger al ciudadano de los eventuales abusos de poder que puedan producirse, razón por la cual, en compensación a los privilegios de la Administración, el ciudadano también va a contar con todo un conjunto de derechos, garantías e instrumentos o vías para hacerlos efectivos frente a la actuación de la Administración:

			— Para empezar, el ciudadano tiene reconocida la capacidad de iniciar un procedimiento administrativo a su voluntad, a los efectos de obtener una respuesta de la Administración ante su petición (art. 54 de la Ley 39/2015).

			— El artículo 13 de la Ley 39/2015 reconoce al ciudadano una importante batería de derechos que le asisten en su relación con la Administración, algunos de los cuales se materializan en la propia regulación de los procedimientos que debe seguir la Administración para dictar sus actos (así, el derecho a conocer el estado de tramitación de sus solicitudes, a identificar a las autoridades y personal que deciden sobre su petición, a obtener copias selladas de los documentos que se presenten, a ser escuchado en los procedimientos que le afecten, pudiendo formular alegaciones o presentar documentos en cualquier fase del procedimiento, a ser asesorado y orientado, a acceder a los archivos y registros de las Administraciones —Derecho reconocido en la propia CE—, a ser tratado con respeto, etc.).

			— Por otra parte, y sin perjuicio de la ejecutividad de los actos administrativos, el ciudadano no tiene por qué tolerar los efectos de actos administrativos viciados por ilegalidad (arts. 47 y 48 de la Ley 39/2015), y para hacer efectiva su disconformidad y aspirar a la anulación del acto puede hacer uso, dentro de los plazos previstos en las leyes, de los recursos que le asisten:

			• En primer lugar, los recursos administrativos que, siendo totalmente gratuitos (y sin necesidad de asistencia de abogado), ofrecen al ciudadano la oportunidad de reclamar a la Administración que modifique su decisión (recursos regulados en la Ley 39/2015):

			– El recurso ordinario de alzada, que resuelve el órgano superior jerárquico del que dictó el acto (arts. 121 y 122).

			– El recurso ordinario (y potestativo) de reposición, que se presenta ante el mismo órgano que dictó el acto (arts. 123 y 124).

			– El recurso extraordinario de revisión, que alarga los plazos en relación con los anteriores para casos excepcionales (arts. 125 y 126).

			– La posibilidad de instar en cualquier momento una revisión de oficio sobre el acto por parte de la Administración que lo dictó (art. 106).

			• En segundo lugar, agotada la vía administrativa y dentro de los plazos establecidos en la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa (Ley 29/1998), el ciudadano puede presentar el recurso contencioso-administrativo ante dicha jurisdicción especializada, dotada de la potestad de revisar la legalidad de los actos de la Administración y de condenarla en caso de que viole la legalidad (p. ej., las Resoluciones de la CNMC citadas más arriba ponen fin a la vía administrativa, por lo que puede interponerse directamente un recurso contencioso-administrativo contra ellas ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional, en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente a su notificación).

			• Por último, como consecuencia del reconocimiento del principio de responsabilidad patrimonial de la Administración (art. 106.2 CE y arts. 32 a 37 Ley 40/2015), el ciudadano tiene derecho a exigir indemnización por los daños que pueda haber sufrido como consecuencia de la actividad de la Administración, siguiendo el procedimiento previsto en la Ley 39/2015.

			
IV. MATERIAL DIDÁCTICO

			
1. PREGUNTAS CLAVE


			1. Las fuentes del Derecho.

			2. Los conceptos de Derecho Público y de Derecho Privado.

			3. La organización de los poderes públicos y la teoría de la separación de poderes.

			4. La relación entre los poderes públicos del Estado.

			5. El Poder Ejecutivo: El Gobierno estatal.

			6. Administración Pública y Administraciones Públicas.

			7. La actividad de la Administración.

			8. Los derechos y garantías del ciudadano en su relación con las Administraciones Públicas.

			
2. TEST DE AUTOEVALUACIÓN


			1. A la luz del sistema de fuentes del Derecho vigente en el ordenamiento español, ¿qué instituciones pueden aprobar normas con rango de Ley?

			a) El Congreso de los Diputados.

			b) Las Cortes Generales y los Parlamentos Autonómicos.

			c) Las Cortes Generales, los Parlamentos Autonómicos y el Gobierno estatal en los supuestos de legislación delegada.

			2. En relación con las actuaciones de la Administración (como parte integrante del Poder Ejecutivo), los Jueces y Tribunales…

			a) […] pueden ejercer un control pleno de su legalidad.

			b) […] no pueden condenarla en virtud de los privilegios que le asisten como defensora del interés general.

			c) […] pueden ejercer tan sólo un control limitado de sus actos, en virtud del privilegio de presunción de validez y ejecutividad de sus actos.

			3. ¿Cuál de los siguientes poderes públicos no se ve afectado por la versión vertical o territorial de la división de poderes (siendo, por tanto, único para todo el Estado)?

			a) El Poder Legislativo.

			b) El Poder Ejecutivo.

			c) El Poder Judicial.

			4. Dentro de la estructura del Gobierno estatal, ¿a qué órgano corresponde el liderazgo político del mismo?

			a) Al Consejo de Ministros.

			b) Al Presidente del Gobierno.

			c) Al Consejo de Estado.

			5. El Derecho Administrativo es una rama del ordenamiento que…

			a) […] regula esencialmente las prerrogativas y privilegios de la Administración.

			b) […] se centra en regular el marco jurídico de las relaciones entre la Administración y los ciudadanos.

			c) […] caracterizada por su estatismo.

			6. Las normas básicas que debe respetar toda Administración a la hora de actuar se hallan contempladas en la siguiente norma:

			a) La Ley 29/1998, de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

			b) Las Leyes 39/2015 y 40/2015.

			c) La Ley 7/1985, reguladora de las bases del régimen local.

			7. Los actos de la Administración, dado que se fundamentan en la defensa de intereses generales…

			a) […] son siempre ejecutivos.

			b) […] son siempre ejecutivos y válidos.

			c) […] son siempre ejecutivos y se presumen válidos.

			8. ¿Cómo puede iniciarse un procedimiento administrativo?

			a) De oficio, es decir, por la propia Administración.

			b) A instancia del sujeto interesado.

			c) Puede iniciarse tanto de instancia como de oficio, en función del tipo de procedimiento de que se trate.

			9. ¿Cuál es la regla general en el ordenamiento en lo que se refiere al funcionamiento del «silencio administrativo»?

			a) El silencio negativo.

			b) El silencio positivo, según lo dispuesto en la Ley 39/2015.

			c) El silencio positivo, aunque las leyes especiales introducen muchas excepciones.

			10. El recurso administrativo de reposición…

			a) […] es un recurso administrativo extraordinario.

			b) […] es un recurso administrativo ordinario y potestativo.

			c) […] es un recurso jurisdiccional.

			
3. BIBLIOGRAFÍA ESPECÍFICA


			Dada la amplitud de la materia analizada, en vez de referencias a lecturas concretas, contemplamos en el presente apartado las referencias a algunos textos y manuales básicos:

			ARANA GARCÍA, E.; CASTILLO BLANCO, F.; VILLALBA PÉREZ, F., y TORRES LÓPEZ, M. A. (dir.), Conceptos para el Estudio del Derecho Administrativo I en el Grado y Conceptos para el Estudio del Derecho Administrativo II en el Grado, 2.ª ed., Tecnos, Madrid, 2014.

			COSCULLUELA MONTANER, L., Manual de Derecho Administrativo. Parte General, 22.ª ed., Civitas, Madrid, 2011.

			ESTEVE PARDO, J., Lecciones de Derecho Administrativo, Marcial Pons, Madrid, 2011.

			GAMERO CASADO, E. y FERNÁNDEZ RAMOS, S., Fundamentos de Derecho Público: Derecho Administrativo para no juristas, Tecnos, Madrid, 2009.

			SÁNCHEZ MORÓN, M., Derecho Administrativo. Parte General, 5.ª ed., Tecnos, Madrid, 2009.

			
4. NORMATIVA DE REFERENCIA


			— Constitución Española de 1978.

			— Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

			— Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno.

			— Ley 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.

			— Ley 6/1997, de 14 de abril, de Organización y Funcionamiento de la Administración General del Estado.

			
5. ENLACES DE UTILIDAD


			— Página web del Punto de Acceso General del Gobierno de España: https://administracion.gob.es/pag_Home/index.html. En esta página se puede acceder a la normativa, estructuras y organigramas de los diversos departamentos ministeriales (https://administracion.gob.es/pag_Home/espanaAdmon/directorioOrganigramas/quienEsQuien/gobiernoDelEstado/OrganigramasMinisterios-2021.html), así como a webs oficiales de las Entidades Locales (https://administracion.gob.es/pag_Home/espanaAdmon/comoSeOrganizaEstado/EntidadesLocales.html).

			— Página web de la Secretaría de Estado de Telecomunicaciones e Infraestructuras Digitales del Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital: https://avancedigital.mineco.gob.es/es-es/Paginas/index.aspx.

			— Servidor oficial de la Junta de Andalucía: http://www.juntadeandalucia.es/index.html, donde se facilita acceso a información sobre el gobierno autonómico y normativa.

			
V. ACTIVIDADES COMPLEMENTARIAS

			Actividad 1.—Debate en clase inicial: ¿Por qué se crea el Derecho? ¿Por qué se obedece el Derecho?

			Plantear un debate inicial entre los alumnos que dé pie a dar respuesta a estas dos preguntas básicas con el objeto de tomar, a partir de las propias reflexiones de los alumnos, un punto de partida esencial para la impartición de una asignatura jurídica en una titulación no dirigida a juristas: la necesidad del Derecho y, más concretamente, la necesidad de su intervención en la regulación de la actividad sobre la que versa la titulación (aspecto que podrá concretarse en el debate).

			— Orientación:

			Las respuestas de los alumnos serán variadas y harán referencia, con toda probabilidad, a aspectos como la necesaria ordenación de la vida en sociedad, la prevención y resolución de conflictos, el temor a la sanción, valores como la justicia o la libertad, el respeto a los demás, el respeto de los valores democráticos.

			A raíz de las respuestas de los alumnos, el docente puede aprovechar para ir planteando algunas nociones básicas sobre el Derecho y, más adelante y de forma más concreta, sobre el Derecho Público:

			— Paso de la autotutela a la heterotutela.

			— Monopolización del uso de la fuerza por parte del Estado.

			— Breves planteamientos sobre Teoría del Derecho a raíz de los motivos que justifican la obediencia del Derecho [planteamientos de la Teoría pura de Kelsen —búsqueda de la autonomía del Derecho como Ciencia—; el temor a la sanción (Austin); la inevitable conexión con la moral y la aceptación social de las normas (Rousseau, Ihering, Hart…); la libertad ajena como límite a la propia (Rawls); la trascendencia del principio democrático y la posibilidad del diálogo (Habermas); etc.].

			— Insistir en una de las virtudes del Derecho como herramienta (básico para introducir una aproximación al Derecho Público): su utilización para garantizar y facilitar la consecución de fines u objetivos colectivos, considerados de interés general y preferentes sobre los intereses privados.

			Actividad 2.—Realización de un esquema de la Administración General del Estado.

			Con el objetivo de profundizar en el diseño y organización de la Administración (en aquello que no dé tiempo a tratar en clases presenciales) puede encargarse a los alumnos la elaboración de un esquema general de la Administración General del Estado, donde se identifiquen, siguiendo un patrón jerárquico, las diversas categorías de órganos que la componen y sus principales funciones. En dicho esquema se debería plantear, de partida, una distinción entre los órganos propios del Gobierno y los de la Administración, separando, dentro de ésta última, los órganos de carácter directivo de los consultivos y de control, con referencia también a la Administración periférica del Estado y la Administración en el Exterior.

			Un ejercicio añadido al presente puede ser el de proponer al alumno que valore, una vez realizado el esquema, los paralelismos entre la organización administrativa del Estado y la de las Comunidades Autónomas.

			A partir de esta actividad, el alumno puede adquirir una mejor comprensión de los principios de organización administrativa (jerarquía, competencia, desconcentración, descentralización).

			Como actividad complementaria, el alumno debe seleccionar un Ministerio concreto para analizar su estructura. A tales efectos, la mayor parte de las páginas web de los Ministerios incorporan esquemas que reproducen sus organigramas. El alumno deberá localizarlo y trabajar sobre él junto con el Decreto que determina su estructura orgánica y las funciones y competencias de sus diversos órganos.

			En esta actividad, el alumno podrá identificar las diferentes categorías de órganos y sus respectivas funciones, así como su relación jerárquica con los demás. Por otra parte, resultará útil para identificar también los ejemplos de Administración instrumental (que también suelen aparecer contemplados en los organigramas recogidos en los sitios oficiales de los Ministerios). En línea con la temática del curso, se recomendaría especialmente para esta actividad trabajar con el Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital, con el objetivo de identificar los órganos y organismos dotados de competencia en los principales ámbitos del sector de la Comunicación.

			Actividad 3.—Identificación de las modalidades de actuación administrativa.

			Abrir un turno de interpelación a los alumnos en clase presencial con el objeto de que el alumno pueda identificar, a partir de la propia experiencia cotidiana, supuestos ejemplificadores de las diversas modalidades de intervención de la Administración.

			— Orientación:

			Se pueden plantear supuestos simples referidos a situaciones u objetivos públicos concretos como los que siguen, solicitando al alumno que plantee qué puede hacer la Administración competente en cada caso para lograr el objetivo o solución deseable:

			— Se pretende que aumente el número de casas que cuentan con paneles solares para potenciar el ahorro energético.

			— Un pequeño pueblo no cuenta con escuela y los niños deben desplazarse 25 km hasta la más próxima.

			— Un grupo de personas ha ocupado sin autorización un edificio público.

			— Una empresa/particular no ha pagado un determinado impuesto.

			— Un particular ha arrojado escombros en una zona no autorizada y se niega a retirarlos.

			— Se desea que un sector profesional (por ejemplo, los profesores universitarios) cuente con unos niveles determinados en relación con la calidad de su currículum para poder ejercer su profesión.

			— Se desea saber cuántas parejas de hecho viven en un determinado municipio.

			— Se desea garantizar que las viviendas cuenten con un adecuado aislamiento térmico.

			— Se desea garantizar que programas televisivos con determinados contenidos no sean visualizados por menores de edad.

			— Se desea potenciar la promoción de directores de cine noveles.

			— Se pretende garantizar que las compañías telefónicas no impongan precios abusivos en sus tarifas.

			— Se desea garantizar de forma generalizada el acceso a Internet de banda ancha a todos los ciudadanos de un municipio.
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I. PALABRAS CLAVE

			Libertad de expresión; libertad de cátedra; derecho a la Información; derecho de acceso; libertad de creación de medios de comunicación; veracidad; relevancia; límites; test de los límites; protección de la juventud y de la infancia; obtención de la información; transparencia.

			
II. OBJETIVOS

			1. Conocer y analizar el concepto de Libertad de Expresión, y sus modalidades de libertad de producción y creación literaria, artística, científica y técnica y la libertad de cátedra.

			2. Conocer y analizar el Derecho a la Información, y de los otros derechos fundamentales conectados, así como sus principales características constitucionales.

			3. Conocer y analizar los límites constituciones y legales para el ejercicio de estos derechos fundamentales, tanto en relación con otros derechos fundamentales —especialmente el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y la propia imagen— como otros bienes constitucionalmente protegidos.

			
III. CONTENIDO DOCENTE

			
1. CONSIDERACIONES INICIALES


			Estos derechos están contemplados en el artículo 20 de la Constitución. Para conocer su verdadera dimensión constitucional es necesario ponerlos en conexión con el conjunto de derechos fundamentales regulados por nuestra Constitución y el significado del Estado social y democrático de Derecho que se define, en sus rasgos más principales, en el artículo 1 de la misma. Así, es necesario tener en cuenta que la libertad de expresión y el derecho a la información son complementos de la libertad ideológica del artículo 16 de la Constitución y ésta, a su vez, es una manifestación de la libertad, que es un valor superior de nuestro ordenamiento jurídico (art. 1.1 de la Constitución) y fundamento de nuestra democracia constitucional. Así, la STC 20/1990, de 15 de febrero, señala que «a la libertad ideológica que consagra el artículo 16.1» de nuestra Constitución le corresponde «el correlativo derecho a expresarla que garantiza el artículo 20.1.a)» (fundamento jurídico 5). También la STC 6/1981, de 16 de marzo, señala que «el artículo 20 de la Constitución, en sus distintos apartados, garantiza el mantenimiento de una comunicación pública libre, sin la cual quedarían vaciados de contenido real otros derechos que la Constitución consagra, reducidas a formas hueras las instituciones representativas y absolutamente falseado el principio de legitimidad democrática que enuncia el artículo 1.2 de la Constitución, y que es la base de toda nuestra ordenación jurídico-política».

			Así, para el Tribunal Constitucional, la preservación de esta comunicación pública libre, sin la cual no hay sociedad libre ni, por tanto, soberanía popular, «exige la garantía de ciertos derechos fundamentales comunes a todos los ciudadanos, y la interdicción con carácter general de determinadas actuaciones del poder (verbi gratia las prohibidas en los apartados 2 y 5 del mismo art. 20), pero también una especial consideración a los medios que aseguran la comunicación social y, en razón de ello, a quienes profesionalmente los sirven» (fundamento jurídico 3).

			La consideración de estos derechos y libertades como esenciales en nuestras sociedades democráticas, también ha sido subrayada por numerosas resoluciones jurisdiccionales de otros países y del Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Por citar una especialmente relevante, la STEDH de 7 de diciembre de 1976, asunto Handyside contra el Reino Unido, señala que la libertad de expresión constituye uno de los fundamentos esenciales de la sociedad democrática, expresión reiterada en numerosos pronunciamientos posteriores.

			En definitiva, se trataría, como ya apuntara el Decreto IX, de 10 de noviembre de 1810, de las Cortes de Cádiz, «de que la facultad individual de los ciudadanos de publicar sus pensamientos e ideas políticas, es no sólo un freno de la arbitrariedad de los que gobiernan, sino también un medio de ilustrar a la Nación en general y el único camino para llegar al conocimiento de la verdadera opinión pública».

			Por otro lado, entre la doctrina se discute si dentro del artículo 20 de nuestra Constitución se contemplan varios derechos con características distintas o si todos están relacionados en tanto se dirigen a una misma finalidad, esto es, la comunicación. Como señala J. URÍAS, esta confusión material «ha llevado a parte de la doctrina científica a plantearse hasta qué punto la libertad de información es un derecho diferenciado de la de expresión» (URÍAS, 2003, p. 51). En cualquier caso, nuestro Tribunal Constitucional considera a estos dos derechos diferentes, por cuanto «presentan un diferente contenido y es posible señalar también que sean diferentes sus límites y efectos» (STC 6/1988, de 21 de enero, fundamento jurídico 5. En el mismo sentido, STC 50/2010, de 4 de octubre, fundamento jurídico 4).

			En cualquier caso, la Sentencia del Tribunal Constitucional (STC) 79/2014, de 28 de mayo, fundamento jurídico 3, incide en la distinción entre la libertad de expresión y la libertad de información, señalando que «este Tribunal viene distinguiendo, desde la STC 104/1986, de 17 de julio, entre el derecho que garantiza la libertad de expresión, cuyo objeto son los pensamientos, ideas y opiniones (concepto amplio que incluye las apreciaciones y los juicios de valor) y el derecho a comunicar información, que se refiere a la difusión de aquellos hechos que merecen ser considerados noticiables. Esta distinción entre pensamientos, ideas y opiniones, de un lado, y comunicación informativa de hechos, de otro, tiene una importancia decisiva a la hora de determinar la legitimidad del ejercicio de esas libertades, pues mientras los hechos son susceptibles de prueba, las opiniones o juicios de valor, por su misma naturaleza, no se prestan a una demostración de exactitud, y ello hace que al que ejercita la libertad de expresión no le sea exigible la prueba de la verdad o diligencia en su averiguación, que condiciona, en cambio, la legitimidad del derecho de información por expreso mandato constitucional, que ha añadido al término “información”, en el texto del art. 20.1.d) CE, el adjetivo “veraz” (SSTC 278/2005, de 7 de noviembre, FJ 2; 174/2006, de 5 de junio, FJ 3; 29/2009, de 26 de enero, FJ 2; y 50/2010, FJ 4)».

			Por otro lado, de acuerdo con la naturaleza compleja de nuestro Estado constitucional («Estado autonómico» o Estado de las Autonomías) para la interpretación de las normas que afectan a esta materia, hay que tener en cuenta no sólo lo establecido en la Constitución, sino también en los Estatutos de las diferentes Comunidades Autónomas. El conjunto de la Constitución y de los Estatutos, junto con las leyes que se hubieran dictado para delimitar las competencias del Estado y las diferentes Comunidades Autónomas, se conoce como el «bloque de la constitucionalidad» (cuya definición aparece en el art. 28.1 de la Ley Orgánica 2/1979, del Tribunal Constitucional) y su finalidad es servir de guía para determinar la constitucionalidad o no de las leyes.

			Pero, por lo que se refiere a las materias reguladas en el artículo 20 de nuestra Constitución, debemos resaltar que para su regulación y desarrollo precisan necesariamente de Leyes Orgánicas. Y tales leyes exigen, para su aprobación, modificación o derogación, la mayoría absoluta del Congreso, en una votación final sobre el conjunto del proyecto, tras su tramitación por el Congreso y el Senado (art. 81 de la Constitución). Y el Tribunal Constitucional deberá declarar inconstitucionales «los preceptos de un Decreto ley, Decreto legislativo, Ley que no haya sido aprobada con el carácter de orgánica o norma legislativa de la Comunidad Autónoma» si regulan materia reservada a Ley Orgánica o «impliquen modificación o derogación de la Ley aprobada con tal carácter, cualquiera que sea su contenido» (art. 28.2 de la Ley Orgánica 2/1979, del Tribunal Constitucional).

			Por otro lado, el artículo 149.1.27.ª de la Constitución determina que la competencia para establecer las «Normas básicas del régimen de prensa, radio y televisión y, en general, de todos los medios de comunicación social» corresponde al Estado, aunque a las Comunidades Autónomas les puedan corresponder «facultades» en su desarrollo y ejecución.

			Ello ha permitido que, por ejemplo, en el artículo 69 de la Ley Orgánica 2/2007, de reforma del Estatuto de Autonomía para Andalucía, se detalle que esta Comunidad Autónoma tiene competencias exclusivas para «la organización de la prestación del servicio público de comunicación audiovisual de la Junta de Andalucía y de los servicios públicos de comunicación audiovisual de ámbito local, respetando la garantía de la autonomía local». Asimismo, «podrá crear y mantener todos los medios de comunicación social necesarios para el cumplimiento de sus fines». Y le atribuya también las competencias —compartidas en este caso con el Estado— para «el desarrollo legislativo y la ejecución sobre competencias de medios de comunicación social» y sobre «ordenación y regulación y el control de los servicios de comunicación audiovisual que utilicen cualquiera de los soportes y tecnologías disponibles dirigidos al público de Andalucía, así como sobre ofertas de comunicación audiovisual si se distribuyen en el territorio de Andalucía». En su artículo 70 se señala la competencia de la Comunidad Autónoma, compartida con el Estado, sobre «publicidad en general» y la exclusiva sobre «publicidad institucional». Este reparto competencial es similar al contemplado en otros Estatutos de Autonomía. No obstante, para un análisis más pormenorizado sobre el reparto competencial en materia de comunicación, debemos remitirnos a la Lección 5.

			En esta línea, en las páginas que siguen, vamos a realizar un análisis por separado de estos derechos, sin olvidar sus evidentes conexiones al ser ambos fundamento de nuestra democracia. Así, trataremos, por un lado, la libertad de expresión y, por otro, el derecho a la información. Y, relacionados con la libertad de expresión, la libertad de creación literaria, artística, científica y técnica, así como la libertad de cátedra. Por su lado, el derecho a la información incluye el derecho a emitir información veraz y el derecho a recibir información. Junto con sus límites, también nos encontramos en el texto del artículo 20 con dos garantías constitucionales para los profesionales de la información; la cláusula de conciencia y el secreto profesional, que serán tratados en otra lección de este manual.

			
2. LA LIBERTAD DE EXPRESIÓN


			La garantía constitucional de la libertad de expresión, contemplada expresamente en el artículo 20.1.A), ampara cualquier expresión o difusión de ideas u opiniones. Además, es indiferente para la garantía del derecho, que exista o no contacto entre quien ejerce la libertad de expresión y los receptores de la comunicación, y es también indiferente el número de éstos.

			Así, el objeto de la libertad de expresión es la emisión de juicios de valor y de opiniones, incluyendo las propias ideas y creencias, a través de cualquier medio que permita su expresión. De hecho, cualquier concepción de la mente humana, ya protegida por la libertad de pensamiento (art. 16.1 de la Constitución), también quedará igualmente protegida por la libertad de expresión y puede, por tanto, ser comunicada sin trabas. Como señala el Tribunal Supremo (Sala de lo Civil), en su Sentencia 591/2015, de 23 de octubre, «la libertad de expresión tiene un campo de acción más amplio que la libertad de información, porque no comprende como ésta la comunicación de hechos, sino la emisión de juicios, creencias, pensamientos y opiniones de carácter personal y subjetivo (en este sentido, SSTC 104/1986, de 17 de julio, y 139/2007, de 4 de junio)».

			Desde este punto de vista, la libertad de expresión posee un doble carácter: como libertad individual (carácter subjetivo) y como garantía institucional de una opinión pública indisolublemente unida al pluralismo político dentro de un Estado democrático (STC 19/1996, de 12 de junio, fundamento jurídico 2).

			Esta doble consideración de la libertad de expresión ampara también, como ha destacado el Tribunal Constitucional, «la crítica de la conducta de otro, aun cuando la misma sea desabrida y pueda molestar, inquietar o disgustar a quien se dirige» (SSTC 174/2006, de 5 de junio, fundamento jurídico 4; 6/2000, de 17 de enero, fundamento jurídico 5; 49/2001, de 26 de febrero, fundamento jurídico 4; y 204/2001, de 15 de octubre, fundamento jurídico 4), pues «así lo requieren el pluralismo, la tolerancia y el espíritu de apertura, sin los cuales no existe «sociedad democrática» (SSTEDH de 23 de abril de 1992, Castells c. España, § 42, y de 29 de febrero de 2000, Fuentes Bobo c. España, § 43)».

			Es más, la libertad de expresión adquirirá especial relevancia constitucional cuando «se ejercite en conexión con asuntos que son de interés general, por las materias a que se refieren y por las personas que en ellos intervienen y contribuyan, en consecuencia, a la formación de la opinión pública» (STC 107/1988, de 8 de junio, fundamento jurídico 2).

			De hecho, la libertad de expresión prevalecerá sobre el derecho al honor, cuando el objeto de las críticas sean «personas públicas, ejercen funciones públicas o resultan implicadas en asuntos de relevancia pública». Pues «en un sistema inspirado en los valores democráticos, la sujeción a esa crítica es inseparable de todo cargo de relevancia pública» (SSTC 159/1986, de 16 de diciembre, fundamento jurídico 6; 20/2002, de 28 de enero, fundamento jurídico 5; 151/2004, de 20 de septiembre, fundamento jurídico 9).

			No obstante, este valor preferente de la libertad de expresión «no puede configurarse como absoluto», ya que, para el Tribunal Constitucional, sólo se pueden legitimar las intromisiones en otros derechos fundamentales cuando la expresión de esas ideas resulte relevante, careciendo de tal prevalencia cuando estas libertades «se ejerciten de manera desmesurada y exorbitante» al fin constitucional que las ampara (STC 171/1990, de 12 de noviembre, fundamento jurídico 5). Así, el valor preponderante de esta libertad sólo será protegido «cuando […] se ejerciten en conexión con asuntos que son de interés general, por las materias a que se refieren y por las personas que en ellos intervienen, y contribuyan, en consecuencia, a la formación de una opinión pública, libre y plural» lo que lleva a que se deba garantizar «un ámbito exento de coacción lo suficientemente generosos como para que puedan desenvolverse sin angostura, esto es, sin timidez y sin temor» (SSTC 214/1991, de 11 de noviembre, fundamento jurídico 6, y 110/2000, de 5 de mayo, fundamento jurídico 5).

			En todo caso, toda restricción previa del Estado está proscrita, por constituir censura previa (prohibida por el art. 20.2 de la Constitución). Entendiendo por censura cualquier control, intervención o revisión previa de lo que vaya a ser publicado o divulgado, y que se lleve a cabo por funcionarios públicos o asimilados, por razones ideológicas, morales o políticas. Es más, el Tribunal Constitucional ha remarcado que la Constitución «precisamente por lo terminante de su expresión, dispone eliminar todos los tipos imaginables de censura previa, aun los más débiles y sutiles, que […] tengan por efecto no ya el impedimento o prohibición, sino la simple restricción de los derechos de su artículo 20.1» (STC 52/1983, de 17 de junio, fundamento jurídico 5).

			Las injerencias de otras personas o particulares también están prohibidas, salvo que supongan el ejercicio de otros derechos (límites contemplados en el art. 20.4 de la Constitución).

			Los titulares de este derecho son todas las personas, sin restricciones por motivos de nacionalidad, incluyendo su garantía a los menores de edad (art. 8.1 de la Ley Orgánica 1/1996, de 15 de enero, de protección jurídica del menor).

			No obstante, el ejercicio de la libertad de expresión puede ser restringido o matizado para determinados colectivos de funcionarios o miembros de las fuerzas armadas (así, el art. 12 de la Ley Orgánica 9/2011, de 27 de julio, de derechos y deberes de los miembros de las Fuerzas Armadas), o como consecuencia de una relación laboral. En este último caso, las «limitaciones adicionales» o «condicionamiento» en el ejercicio de este derecho constitucional que pueden venir impuestos por una relación laboral, en palabras del Tribunal Constitucional, «derivan del principio de buena fe entre las partes en el contrato del trabajo al que éstas han de ajustar su comportamiento mutuo», pero no pueden desvirtuar totalmente el ejercicio de los derechos fundamentales para los trabajadores (STC 186/1996, de 25 de noviembre, fundamento jurídico 3).

			Los medios que se pueden utilizar para el ejercicio de la libertad de expresión pueden ser la palabra, el escrito, la obra artística en general, cualquier medio de reproducción.

			Las libertades de creación literaria, artística, científica y técnica [art. 20.1.b) de la Constitución] no poseen diferencias apreciables en relación con la libertad de expresión en sentido «estricto». La Constitución ampara, de este modo, cualquier medio de expresión del pensamiento, sea cual sea el medio a través del cual se exprese. Medio existente en la actualidad o que pueda existir en el futuro. En este sentido, la STC 177/2015, de 22 de julio, señala que «las personas también pueden manifestar sus ideas y opiniones mediante un lenguaje simbólico (symbolic speech) o bien mediante otras conductas expresivas (expressive conduct)» [fundamento jurídico 3 b)].

			En cualquier caso, el ejercicio de estas libertades puede estar vinculado con el derecho a la propiedad intelectual o industrial, que serán tratadas más adelante.

			Por lo que se refiere a la libertad de cátedra [art. 20.1.c) de la Constitución], lo primero que deberíamos señalar es que su inclusión en el texto constitucional implica garantizar la libertad de expresión de todos los docentes en el ejercicio de su profesión. Según el Tribunal Constitucional, la libertad de cátedra es «una proyección de la libertad ideológica y del derecho a difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones de los docentes en el ejercicio de su función». De tal modo que «consiste, por tanto, en la posibilidad de expresar las ideas o convicciones que cada profesor asume como propias la materia objeto de su enseñanza, presentando de este modo un contenido no exclusivamente, pero sí predominantemente, negativo» (STC 217/1992, de 1 de diciembre, fundamento jurídico 2). Sin embargo, el ejercicio de este derecho tiene algunas características propias por cuanto puede ser limitado por las regulaciones legales y administrativas que afectan a la docencia en cada una de sus etapas (asignaturas, temarios, cursos, objetivos legales, etc.), como también por el necesario respeto a los «idearios», legalmente contemplados, de los centros docentes privados (STC 47/1985, de 27 de marzo, también STC 5/1981, fundamentos jurídicos 9 y 10).
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